INFORME DE LA COMISION DE EDUCACION, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGIA recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Tratado de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual sobre Derecho de Autor, adoptado en Ginebra, Suiza, el 20 de diciembre de 1996.


BOLETIN Nº 2.414-10








Honorable Senado:








	Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, originado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.








- - - - - -








	Cabe tener presente que por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad a lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutir este proyecto de ley en general y particular a la vez.








- - - - - -








	Asistieron a la sesión que la Comisión destinó al análisis de este asunto, los siguientes personeros:





	- Por el Ministerio de Relaciones Exteriores, su Director Jurídico señor Claudio Troncoso, acompañado del Segundo Secretario señor Jorge Tagle.





	- Por el Ministerio de Educación, el Jefe del Departamento Jurídico señor Luis Villarroel, y la asesora jurídica señora Perla Fontecilla.





	- Por la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, su Director General señor Santiago Schuster.





	- Por la Asociación de Productores Fonográficos de Chile A.G., el Gerente señor Máximo Moreno, y el abogado señor Fernando Silva.








- - - - - -





ANTECEDENTES





	Cabe señalar que tanto el Tratado sobre que versa este informe, cuanto el "Tratado de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (en adelante OMPI) sobre interpretación o ejecución de fonogramas" (que se contiene en el Boletín Nº 2413-10), reconocen un origen y finalidades comunes al haber nacidos en el marco de dicha Organización, y perseguir en lo sustancial propósitos similares. Por tales razones, y a fin de no repetir antecedentes ya consignados en el informe que se somete a vuestra consideración con motivo del citado Boletín, este documento se remite a ellos y sólo aludirá a aspectos propios de denotar en relación con la materia a que alude.








1.- Objetivo general del proyecto de acuerdo.








	Actualizar e interpretar las normas del Convenio de Berna, del cual Chile es Parte desde 1970, ante la necesidad de armonizar las utilizaciones masivas de obras, mediante nuevas tecnologías, con el sistema de protección internacional del derecho de autor.








2.- Mensaje del Ejecutivo.








	Al fundar este proyecto de acuerdo el Ejecutivo se refiere fundamentalmente a sus aspectos sustantivos, entre los que destaca los que a continuación se indican.





	Recoge los conceptos de "programa de ordenador" y de "compilaciones de datos", ya consagrados en la ley �Nº 17.336, sobre Propiedad Intelectual.





	Asimismo, reconoce directamente los derechos de distribución y de alquiler de obras del intelecto, que se encuentran comprendidos dentro de los derechos exclusivos de explotación del autor enumerados en la citada ley Nº 17.336.





	En cuanto al derecho de comunicación al público, el Ejecutivo señala que el Convenio precisa que incluye también la difusión de obras intelectuales por medio de nuevas tecnologías, así, por ejemplo, redes de datos, internet o supercarreteras de la información, ideas que son compatibles, afirma, con nuestra legislación.





	Por otra parte, en virtud del Tratado se amplía el plazo de protección de las obras fotográficas a cincuenta años. Este lapso rige en Chile desde 1992, y se aplica respecto de todo género de obras sin distinción.





	Además, se restringen las limitaciones y excepciones al derecho de autor previstas en la legislación nacional a aquellos casos especiales que no atenten contra la explotación normal de la obra ni causen perjuicio injustificado a los intereses legítimos del autor, criterio de interpretación que se ajusta al principio de protección de los derechos autorales establecidos en la Constitución Política y en las leyes sobre la materia.





	A juicio del Ejecutivo, las disposiciones más relevantes del Tratado son las que obligan a los Estados Partes a adoptar medidas de tutela jurídica y a franquear recursos contra las acciones que buscan eludir el ejercicio de los derechos intelectuales mediante nuevas tecnologías o el ocultamiento de información sobre la gestión de los mismos.





	Sobre el particular, el Mensaje advierte que si bien la ley Nº 17.336 contiene diversas figuras penales que, en cierta medida, cumplen con las obligaciones que adquirirá el Estado de Chile al ratificar el Tratado, tales figuras han sido estimadas insuficientes, razón por la cual distintos proyectos de ley en tramitación en el Congreso Nacional han perseguido mejorar los aspectos penales vinculados al derecho de autor.





	Por último, el Ejecutivo comenta que muchas de las normas sustantivas que consigna el instrumento jurídico en referencia están establecidas en la legislación chilena, en virtud de la adhesión de nuestro país al Acuerdo de Marrakech, vigente desde enero de 1995, en especial en lo que concierne a su Acuerdo Anexo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio, ADPIC.





	Al concluir, hace presente que las cláusulas administrativas y finales de la Convención son del mismo tenor que las contenidas en otros tratados administrados por la OMPI, de los cuales Chile forma Parte.








3.- Legales.








	- El artículo 50, Nº 1, de la Constitución Política, que consagra como atribución exclusiva del Congreso Nacional aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.





	- La ley Nº 17.336, sobre Propiedad Intelectual.





	- El Convenio para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas, suscrito en Berna, el 9 de septiembre de 1886, en su texto revisado en Bruselas, el 26 de junio de 1948, promulgado por decreto supremo Nº 121, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1973.





	- El Convenio que Establece la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, suscrito en Estocolmo, el 14 de julio de 1967, promulgado por decreto supremo Nº 265, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1975.





	- La Convención Internacional sobre Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión, suscrito en Roma, el 26 de octubre de 1961, promulgado por decreto supremo Nº 390, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1974.





	- El Convenio para la Protección de los Productores de Fonogramas contra la Reproducción No Autorizada de sus Fonogramas, suscrito en Ginebra, el 29 de octubre de 1971, promulgado por decreto supremo Nº 56, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1977.





	- El "Acuerdo de Marrakech", por el que se establece la Organización Mundial del Comercio, y los Acuerdos Anexos que se indican, promulgado por decreto supremo Nº 16, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995. En lo que concierne a este informe, cabe tener en cuenta el Anexo 1 C que contiene el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio.





	- A modo meramente informativo, cabe mencionar el proyecto de ley que modifica la ley Nº 17.336, con el objeto de aumentar la protección a los derechos que garantiza (Boletín Nº 1.870-04), y que se encuentra cumpliendo su primer trámite constitucional en la H. Cámara de Diputados.








4.- Principales aspectos regulados en el Acuerdo.








	Cabe destacar, sin que la enumeración sea taxativa, los siguientes.





	Respecto de la relación entre este instrumento y el Convenio de Berna, el artículo 1 señala que aquél debe entenderse como un arreglo particular para la protección de las obras literarias y artísticas, en lo que atañe a las Partes Contratantes que son países de la Unión creada por dicho Convenio. En tal sentido, el instrumento en informe no tendrá conexión con tratados distintos del Convenio de Berna ni perjudicará ningún derecho u obligación en virtud de cualquier otro tratado.





	Asimismo, indica que ninguno de sus contenidos derogará las obligaciones existentes entre las Partes Contratantes en virtud del Convenio de Berna.





	La protección del derecho de autor, al tenor del artículo 2, abarcará las expresiones pero no las ideas, procedimientos, métodos de operación o conceptos matemáticos en sí. Los programas de ordenador, previene el artículo 4, cualquiera que sea su modo o forma de expresión, están protegidos como obras literarias.





	Por su parte, según señala el artículo 5, las compilaciones de datos o de otros materiales, en cualquier forma, que por razones de la selección o disposición de sus contenidos constituyan creaciones de carácter intelectual, están protegidos como tales.





	En cuanto al derecho de distribución, reza el artículo 6, los autores de obras literarias y artísticas gozarán del derecho exclusivo de autorizar la puesta a disposición del público del original y de los ejemplares de sus obras mediante venta u otra transferencia de propiedad.





	En lo relativo al derecho de alquiler, reconocido en el artículo 7, los autores de programas de ordenador, obras cinematográficas y obras incorporadas en fonogramas, estas últimas como lo establezca la legislación nacional de las Partes Contratantes, gozarán del derecho exclusivo de autorizar el alquiler comercial al público del original o de los ejemplares de sus obras.





	Además, prescribe el artículo 8, los autores gozarán del derecho exclusivo de autorizar cualquier comunicación al público de sus obras por medios alámbricos o inalámbricos, comprendida la puesta a disposición del público de sus obras, de tal manera que puedan acceder a ellas desde el lugar y en el momento que cada uno elija.





	Las Partes contratantes quedan facultadas, por el artículo 10, a establecer en sus legislaciones nacionales limitaciones o excepciones a los derechos concedidos a los autores de obras literarias o artísticas, en aquellos casos especiales que no atenten contra la explotación normal de la obra ni causen un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del autor. Al aplicar el Convenio de Berna, en todo caso, las Partes deberán restringir cualquier limitación o excepción impuesta a los derechos previstos en ese Convenio, a los casos especiales que cumplan con las condiciones descritas.





	Las Partes Contratantes quedan obligadas, por el artículo 11, a proporcionar protección y recursos jurídicos efectivos contra la acción de eludir las medidas tecnológicas utilizadas por los autores respecto del ejercicio de sus derechos y que, en relación con sus obras, restrinjan actos no autorizados por ellos o permitidos por la ley.





	En seguida, el artículo 12 obliga a los Estados Contratantes a proporcionar recursos jurídicos para precaver actos que afecten la información sobre la gestión de derechos intelectuales, esto es, aquella información que identifica a la obra, a su autor o al titular de cualquier derecho sobre la misma, o la referida a los términos y condiciones de utilización de las obras, así como todo número o código que represente tal información, cuando cualquiera de estos elementos de información estén adjuntos a un ejemplar de una obra o figuren en relación con la comunicación al público de una obra.





	Finalmente, los artículos 14 a 25, aluden a aspectos vinculados con la observancia de los derechos y la adopción de medidas que impidan su vulneración; la Asamblea de las Partes Contratantes; la entrega a la Oficina Internacional de la OMPI de las tareas administrativas relativas al Tratado; la elegibilidad para ser parte en el Tratado; derechos y obligaciones que emanan de la calidad de Estado Contratante; firma del Convenio; su entrada en vigor; fecha efectiva para ser Parte; prohibición de reservas, y denuncia, idiomas y depositario del instrumento.








- - - - - -








DISCUSION GENERAL Y PARTICULAR





	Durante la discusión de la iniciativa vuestra Comisión escuchó a representantes de los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Educación, y a personeros de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor (SCD) y de la Asociación de Productores Fonográficos de Chile (AFOCHI), en la medida en que el proyecto de acuerdo de que se trata está directamente relacionado, como se dijera, con el contenido en el signado con el Boletín Nº 2.413-10.





	Con motivo de su intervención ante la Comisión, los funcionarios de Gobierno reiteraron los planteamientos contenidos en el Mensaje, y solicitaron a la Comisión su despacho favorable.





	A continuación, el Director General de la SCD manifestó que esta entidad, constituida bajo la foma de una corporación de derecho privado, reúne a más de dos mil quinientos autores e intérpretes de la música chilena y, mediante convenios de reciprocidad, a más de un millón de titulares de derechos autorales de todo el mundo.





	La corporación, por intermedio de su representante, se manifestó plenamente conteste con la idea de aprobar los tratados de la OMPI que ha correspondido conocer a vuestra Comisión, a saber, sobre derecho de autor (que es aquel en que incide este informe) e interpretación o ejecución y fonogramas (contenido en el ya citado Boletín �Nº 2.413-10). En tal sentido, la entidad adhirió permanentemente a la posición que hiciera valer el Supremo Gobierno ante los Comités de Expertos que funcionaron en el marco de la OMPI, y que se abocaron a la redacción de las convenciones en referencia. El criterio que inspiró la política gubernamental en la materia, según el personero, fue la de propender a la más amplia protección posible tanto de los derechos de autor, cuanto de los denominados derechos conexos.





	Los cuerpos normativos en comentario, agregó, han sido llamados también "Tratados sobre Derechos Intelectuales para la Era Digital", siendo su finalidad, por un lado, establecer disposiciones específicas en la materia que fueran armónicas con los Acuerdos ADPIC (suscritos de manera anexa, como se dijera, al Acuerdo de Marrakech, que creó la Organización Mundial de Comercio), y, por otro, incorporar estipulaciones vinculadas a las nuevas explotaciones en el ámbito digital que posibilitaran el acceso del público a las obras del intelecto desde el lugar y en el momento que libremente se elijan, regulando así las comunicaciones a distancia, e imponer deberes para los Estados Contratantes relativos al castigo de las prácticas que buscan evadir medidas tecnológicas para el acceso a las obras y producciones y la tutela de los derechos correspondientes.





	Expresó que al discutirse estos temas la posición de Chile fue coherente con los consensos alcanzados al interior del Grupo de Países de América Latina y el Caribe, al punto que nuestro país asumió un rol de coordinación de estas naciones en el seno de los Comités de Expertos.





	De este modo, continuó, se defendió la inclusión de los programas de computación protegiéndolos como obras literarias; la protección de las bases de datos constitutivas de creaciones de carácter intelectual; la supresión de las licencias no voluntarias para las grabaciones sonoras de obras musicales y de la radiodifusión primaria; el derecho de reproducción directa o indirecta, permanente o provisional, que resuelve dudas interpretativas respecto de reproducciones digitales; el derecho de distribución en el área de las copias tangibles; el derecho de alquiler; el derecho de comunicación al público, que comprende las transmisiones digitales, y la ampliación del plazo de protección de las obras fotográficas.





	Asimismo, se defendió el reconocimiento de derechos conexos en la materia, a saber, los derechos morales de los artistas, intérpretes y ejecutantes, y los derechos patrimoniales exclusivos de los artistas sobre sus interpretaciones y de los productores sobre sus fonogramas, en lo que se refiere a reproducción, modificación, distribución, alquiler y puesta a disposición del público.





	Casi todas estas pretensiones fueron recogidas en los tratados suscritos en Ginebra, en 1996, en el marco de la OMPI, y que han sido sometidos al Congreso Nacional para su ratificación.





	Al concluir, el personero de la SCD sostuvo que los textos finales de estos convenios expresan el sentir de la comunidad internacional en cuanto a la urgencia de proteger a las creaciones intelectuales en una época caracterizada por desafíos tecnológicos, en el entendido de que los autores y artistas asumen con entusiasmo este momento, aunque propugnando la necesidad de resguardar sus legítimos derechos sobre sus obras y producciones.





	Cabe destacar que las personas consultadas abogaron por la pronta tramitación del proyecto por el efecto positivo que tendría, desde el punto de vista de la imagen internacional del país, dada la próxima celebración en Santiago de una conferencia mundial en la que se discutirá precisamente acerca del estado actual de la protección de que gozan los derechos de autor, y de los de los artistas intérpretes y ejecutantes y de productores de fonogramas. Esta reunión, indicaron, cuenta con el patrocinio, entre otros, de la Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI).





	Ante una inquietud formulada por los señores Senadores, el funcionario de la Cancillería explicó que en esta clase de tratados el espíritu ha sido el de obtener consensos en lugar de acuerdos de mayoría. Lo anterior se traduce en que no todos los anhelos de los interesados y directamente involucrados con la materia se plasman en normas concretas. Sin embargo, los derechos y deberes que en definitiva se establecen son expresivos, por lo mismo, de un alto grado de adhesión. De esta manera, la normativa internacional sobre propiedad intelectual se instituye como el estatuto mínimo obligatorio para las Partes Contratantes.





	Los expositores precisaron que en materia de propiedad intelectual sólo están concernidas las "obras y prestaciones intelectuales", que encuentran explicitación jurídica en los Tratados a que se ha abocado la Comisión, por lo que lo relativo a propiedad industrial y al problema de marcas comerciales se entiende excluido, siendo asuntos que se regulan en otras leyes y convenciones.





	Si bien la Comisión fue proclive a la aprobación del proyecto, estimó conveniente que la protección jurídica del derecho de autor y derechos conexos sea armónica con la función social que cumplen, puesto que las obras intelectuales son instrumentos trascendentes para la transmisión de valores culturales y elevar la calidad de vida de las personas, que al tener acceso a ellas se constituyen en sus consumidores. Así, las normas que rigen la comercialización de obras de arte han de estructurarse como un estímulo a la expansión de la cultura, fundado en la equidad social para formar parte de la misma. De allí es que el régimen jurídico respectivo deba propender al correcto equilibrio entre los legítimos intereses de los autores, artistas y productores y el interés general de la sociedad.





	En otro orden de ideas, la Comisión se refirió especialmente al criterio consagrado en el artículo 14 del convenio internacional en cuestión, en virtud del cual las Partes Contratantes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus sistemas jurídicos, las medidas necesarias para garantizar su aplicación. A juicio de los señores Senadores, lo anterior permite que el Estado de Chile vaya adecuando su derecho interno según su realidad, y en plena armonía con sus requerimientos e institucionalidad.





	Se hace presente que se acompaña en documento anexo un trabajo de correlación normativa entre las estipulaciones adoptadas en el Tratado sobre Derecho de Autor, las contenidas en otros tratados ratificados por Chile en la materia y las normas de la ley Nº 17.336, sobre Propiedad Intelectual. Copia de este antecedente se encuentra a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.





	- Sometida la iniciativa a votación, vuestra Comisión le dio su aprobación en general y particular por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Díez, Larraín, Muñoz Barra y Vega.








- - - - - -








	En mérito del acuerdo precedentemente reseñado, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de proponeros aprobar, sin enmiendas, el proyecto de acuerdo de la H. Cámara de Diputados.








- - - - - -








	En consecuencia, el proyecto de acuerdo sería el siguiente:





PROYECTO DE ACUERDO:





	"Artículo único.- Apruébase el "Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor", adoptado el 20 de diciembre de 1996, por la Conferencia Diplomática sobre Ciertas Cuestiones de Derecho de Autor y Derechos Conexos, celebrada en Ginebra, Suiza, del 2 al 20 de diciembre de 1996.".








- - - - - -





	Acordado en sesiones celebradas el 5 y 19 de julio de 2000, con asistencia de los HH. Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Sergio Díez Urzúa, Hernán Larraín Fernández, Mariano �Ruiz-Esquide Jara y Ramón Vega Hidalgo.





	Sala de la Comisión, a 19 de julio de 2000.


















































	M. Angélica Bennett Guzmán


	             Secretario
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RESEÑA.





I.	BOLETIN Nº: 2.414-10





II.	MATERIA: Proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual sobre Derecho de Autor, OMPI, adoptado en Ginebra, Suiza, el 20 de diciembre de 1996.





III.	ORIGEN: Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL: Segundo trámite.





V.	APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS: Fue aprobado por cincuenta y un votos a favor, registrándose, además, una abstención.





VI.	INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 21 de junio de 2000.





VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.





VIII.	URGENCIA: No tiene.





IX.	LEYES QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 





	- El artículo 50, Nº 1, de la Constitución Política, que consagra como atribución exclusiva del Congreso Nacional aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.





	- La ley Nº 17.336, sobre Propiedad Intelectual.





	- El Convenio para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas, suscrito en Berna, el 9 de septiembre de 1886, en su texto revisado en Bruselas, el 26 de julio de 1948, promulgado por decreto supremo Nº 121, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1973.





	- El Convenio que Establece la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, suscrito en Estocolmo, el 14 de julio de 1967, promulgado por decreto supremo Nº 265, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1975.





	- La Convención Internacional sobre Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión, suscrito en Roma, el 26 de octubre de 1961, promulgado por decreto supremo Nº 390, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1974.





	- El Convenio para la Protección de los Productores de Fonogramas contra la Reproducción No Autorizada de sus Fonogramas, suscrito en Ginebra, el 29 de octubre de 1971, promulgado por decreto supremo Nº 56, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1977.





	- El "Acuerdo de Marrakech", por el que se establece la Organización Mundial del Comercio, y los Acuerdos Anexos que se indican, promulgado por decreto supremo Nº 16, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995.





X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION: Consta de artículo único.





XI.	PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION: Actualizar e interpretar las normas del Convenio de Berna, del cual Chile es Parte desde 1970, ante la necesidad de armonizar las utilizaciones masivas de obras mediante nuevas tecnologías con el sistema de protección internacional del derecho de autor.





XII.	NORMAS DE QUORUM ESPECIAL: No tiene.





XIII.	ACUERDOS: Aprobación en general y particular, por unanimidad de miembros presentes (4-0).











	Valparaíso,19 de julio de 2000.











M. ANGELICA BENNETT GUZMAN


		Secretario








�PAGE  �11�














